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JUZGADO VEINTICUATRO (24) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C. 

 
Referencia: Sentencia de Tutela radicado No. 110013105024-2021-00315-00 

 
Bogotá D.C., a los veintiséis (26) días del mes de julio del 2021 

 
El Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá D.C., procede a resolver de 
fondo la Acción de Tutela instaurada a través de apoderado judicial por RIGOBERTO 
SILVA ABELLO, identificado con la cédula de ciudadanía N° 5.833.925 contra la 
NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-EJERCITO NACIONAL DE 
COLOMBIA–DIRECCIÓN DE GENERAL DE SANIDAD MILITAR –DGSM- 
ÁREA DE MEDICINA LABORAL, por la presunta vulneración de su derecho 
fundamental de petición. 
 

ANTECEDENTES 
 
El apoderado del accionante manifiesta que el 25 de marzo de 2021, interpuso derecho de 
petición ante el Ministerio de Defensa Nacional-Ejercito Nacional-Dirección de Sanidad-
Área de Medicina Laboral, mediante el cual solicitó se ordenara la práctica de los 
exámenes de retiro con los correspondiente conceptos médicos y la integración de la 
Junta Médica Médico Laboral de Licenciamiento, con el fin de que se valoraran y 
registraran las secuelas definitivas de las lesiones y afectaciones sufridas por su 
representado; asimismo, solicitó que se determinara la disminución de la capacidad 
laboral, se calificara la enfermedad, se registrara la imputabilidad al servicio y se fijaran 
los correspondientes índices de lesión en caso que hubiese lugar a ello, así como que junto 
con la respuesta se emitiera copia de la junta de retiro de Silva Abello. 
 
Adicionalmente, señala que el día 19 de mayo del año en curso, obtuvo respuesta por parte 
de la Coordinadora de Atención Ciudadana del Ejército Nacional, en la que le informa que 
mediante radicado N° EXT21-29231, expediente No. 2021-1600-PQRS-GAOC, se había 
enviado por competencia a la Oficina de Atención Ciudadana del Ejército Nacional para 
su conocimiento y fines pertinentes, la que el 28 de mayo de 2021 le dio respuesta en los 
siguientes términos: “Reciba un cordial saludo, de acuerdo a su requerimiento nos permitimos 
indicarle que usted se encuentra inactivo por retiro de la fuerza, por lo cual usted tiene un año 
a partir que culminó su servicio para realizar su proceso de Junta Médico Laboral, para lo cual 
se requiere envíe  al correo electrónico activaciónsm@buzonejercito.mil.co anexando Fotocopia 
de la cedula de ciudadanía al 150%, fotocopia de la OJA (sic) de Retiro y/o Acta de 
Desacuartelamiento legible, poder autenticado, copia de la cédula y tarjeta profesional del 

abogado”, la que aduce no tiene nada que ver con la petición interpuesta ante esa entidad. 
 
Por anteriormente expuesto, sostiene que la entidad accionada, no resolvió de fondo la 
petición del 25 de marzo del año en curso, por lo que considera que dadas esas 
circunstancias, la aquí convocada le está vulnerando el derecho fundamental de petición 
a su representado. 
 

SOLICITUD 
 
RIGOBERTO SILVA ABELLO, requiere que se tutele su derecho fundamental de petición; 
en consecuencia, se ordene al Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional-
Dirección de Sanidad-Área de Medicina Laboral, resolver de fondo en el término de 48 
horas la petición presentada el 25 de marzo de 2021.  
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 

mailto:activaciónsm@buzonejercito.mil.co
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Repartida la tutela el 12 de julio del 2021, recibida en este despacho en la misma fecha a 
través del correo electrónico institucional, se admitió mediante providencia del día 13 del 
mismo mes y año, ordenando notificar a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-
Ejercito Nacional de Colombia–Dirección de General de Sanidad Militar –DGSM- Área 
De Medicina Laboral, concediéndole el término de veinticuatro (24) horas para 
pronunciarse sobre la tutela de referencia.  

 
RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 

 
La Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, informó al Juzgado que con ocasión de la 
única pretensión demandada en la presente acción constitucional, encontró que el 28 de 
mayo del año en curso, se emitió respuesta a esa solicitud a través de la Oficina de Gestión 
y Orientación del Servidor al Ciudadano de la Dirección de Sanidad; no obstante, teniendo 
en cuenta que la respuesta no fue del todo clara, la Dirección de Sanidad por medio del 
Área de Medicina Laboral procedió a radicar en debida forma su petición a fin de emitir 
una contestación clara y de fondo a la misma.  
 
Por lo anterior. emitió respuesta en debida forma, la que fue remitida al actor, bajo el 
radicado interno N° 2021338001463511 el 16 de julio de 2021, tal como lo acredita con 
imagen inserta en el escrito de contestación, por lo que considera que en presente asunto 
se torna improcedente la presente acción de tutela, dado que se presenta hecho superado, 
por tanto, solicita: 
 

1.- Se rechace por improcedente la presente acción de tutela ante la ausencia de 
vulneración de derechos fundamentales, toda vez que la Dirección de Sanidad del Ejército, 
en ningún momento ha transgredido los derechos constitucionales del señor Rigoberto 
Silva Abello. 
 
2.- Se declare hecho superado por carencia actual de objeto ante la ausencia de 
vulneración en la garantía del derecho de petición. 

 
CONSIDERACIONES 

 
COMPETENCIA 
 
Este Despacho es competente para conocer de esta acción constitucional con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y lo establecido en el  en el artículo 
2.2.3.1.2.1  del Decreto 1983 de 2017 que dispone en el numeral 2° “Las acciones de tutela que 

se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 
repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría…” 
como sucede en este caso. 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA JURÍDICO 
 
Se debe determinar si la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejercito Nacional-
Dirección de Sanidad-Área de Medicina Laboral, ha vulnerado el derecho fundamental de 
petición de señor Rigoberto Silva Abello. 
 

SOLUCIÓN AL PROBLEMA PLANTEADO 
 
Sea lo primero indicar a manera de argumentos introductorios que conforme lo dispone 
el Artículo 86 de la Constitución Política y, los reiterados pronunciamientos de la Corte 
Constitucional1 y aún lo señalado por el Decreto 2591 de 1991, la Acción de Tutela es  un 
instrumento judicial de protección de los derechos fundamentales de las personas cuando estos 
se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o, 

excepcionalmente, de un particular2, así como que la solicitud de amparo de los derechos 

                                                           
1 Corte Constitucional, sentencias T-119 de 2015, T-250 de 2015, T-446 de 2015, T-548 de 2015, T-317 de 2015 y T-087 de 2020. 
2 Corte Constitucional Sentencia T-500 de 2019. 
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fundamentales vía acción de tutela ostenta una naturaleza eminentemente residual y 
subsidiario, de ahí que su procedencia tenga el carácter de excepcional al verificarse la 
existencia de los siguientes escenarios (i) cuando el presunto afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, o (ii) cuando, existiendo ese medio este carece de idoneidad o eficacia 
para proteger de forma adecuada, oportuna e integral los derechos fundamentales, en las 
circunstancias del caso concreto. Así mismo, procederá como mecanismo transitorio cuando la 
acción se interponga para evitar la consumación de un perjuicio irremediable a un derecho 
fundamental3.  
 

También ha señalado la Corte Constitucional entre otras decisiones en la Sentencia T-
500 de 2019, que para la procedencia de la Acción de tutela se deben cumplir los 
siguientes requisitos: (i) legitimación por activa; (ii) legitimación por pasiva; (iii) agotamiento de los 
mecanismos judiciales disponibles, salvo la ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad); y (v) la 

evidente afectación actual de un derecho fundamental (inmediatez)., en consecuencia, en se examinará 
en primer lugar, si la presente acción de tutela, satisface los requisitos generales de 
procedibilidad. 
 
Bajo las anteriores premisas, procede el Despacho a resolver, teniendo en cuenta las 
pruebas allegadas, si se dan o no por cumplidos los requisitos formales de procedibilidad 
de la acción de tutela. 
 
Así las cosas, para este Juzgado es claro que los requisitos de legitimación en la causa por 
activa y pasiva se encuentran satisfechos, en la medida que por un lado de acuerdo a lo 
enseñado por el Artículo 86 de la Constitución Política y lo consignado en los artículo 1° 
y 10 del Decreto 2591 de 1991, el señor Rigoberto Silva Abello, le otorgo poder al abogado 
WUILSON BARRETO ROA, para que iniciaran y llevaran hasta su terminación solicitud 
de  Junta Médica de Retiro, por lo que presentó la petición objeto de esta acción 
constitucional, por tanto, se encuentra legitimado para reclamar en nombre del 
demandante;  respecto de la legitimación por pasiva se halla acreditada, toda vez que la 
solicitud se dirige contra una autoridad pública del orden nacional, como son lo es la 
Dirección de Sanidad del Ejército Nacional-Área de Medicina Laboral, a la que se le 
atribuye la violación del derecho deprecado, pues esa Dirección tiene dentro de sus 
funciones la práctica de los exámenes de retiro, así como la emisión de los conceptos 
médicos y la realización de la Junta Médico Laboral, por lo tanto, es a la que le 
corresponde dar contestación al derecho de petición que aduce accionante radicó ante esa 
entidad. 
 
En cuanto al principio de ii) inmediatez, la jurisprudencia constitucional ha indicado que, 
la interposición de la acción de tutela debe hacerse dentro de un plazo razonable  y 
oportuno, contado a partir del momento en que ocurre la situación violatoria o 
amenazante de los derechos fundamentales, encontrándose cumplido en el presente 
asunto, ya que entre el momento en que el demandante presentó derecho de petición, esto 
es, 25 de marzo del año en curso  y la radicación de la tutela 12 de julio de 2021, sólo han 
transcurrido tres  (3) meses, término que se considera más que razonable. 
 
En lo que respecta a la subsidiaridad, y la protección del derecho de petición, la Corte 
Constitucional ha estimado que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto 
un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo 
que quien resulte afectado por la vulneración de este derecho fundamental no dispone de 
ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 
Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición no 
ocurrió, esto es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a 
la acción de amparo constitucional. 
  
Aclarado lo anterior, en el caso bajo estudio se pretende el amparo del derecho 
fundamental de petición, respecto al cual la Corte Constitucional de forma reiterada y 

                                                           
3 Corte Constitucional Sentencia T-087 de 2020. 
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pacífica, especialmente en Sentencia T-1160 de 2001, con ponencia del Magistrado 
MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA señaló que “La Corte Constitucional se ha ocupado 
ampliamente acerca del contenido, ejercicio y alcance del derecho de petición, además de confirmar su 
carácter de derecho constitucional fundamental”. 
 

Por otra parte, el artículo 23 de la Carta faculta a toda persona a “presentar peticiones 
respetuosas ante las autoridades” – o ante las organizaciones privadas en los términos que señale la ley 
–, y, principalmente, "a obtener pronta resolución".  
 

De igual forma, el artículo 14 Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, reza: 
 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo 
norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de 
los quince (15) días siguientes a su recepción.” 

 
Además, en la sentencia antes citada, la Corte Constitucional explicó: 
 

“Consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a que 
éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada.  
De conformidad con la doctrina constitucional en la materia, esa respuesta debe producirse dentro 
de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible, pues prolongar en exceso la decisión 
de la solicitud, implica una violación de la Constitución. Como reiteradamente lo ha sostenido ésta 
Corporación.  
La efectividad del derecho de petición y su valor axiológico se deriva justamente del hecho de que 
el ruego debe ser resuelto con la mayor celeridad posible. Naturalmente, esta prerrogativa no 
permite obligar a las entidades públicas ni particulares a resolver favorablemente las peticiones 
que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma superior se limita a señalar que, como 
consecuencia del mismo, surge el derecho a "obtener pronta resolución", lo cual no implica que ésta 
necesariamente tenga que resultar de conformidad con los intereses del peticionario”. 
“(...), la llamada “pronta resolución" exige el deber por parte de las autoridades administrativas de 
pronunciarse respecto de la solicitud impetrada. Se trata de una obligación de hacer, en cabeza de 
la autoridad pública, que requiere del movimiento del aparato estatal con el fin de resolver la 
petición ya sea favorable o desfavorablemente en relación con las pretensiones del actor y evitar 
así una parálisis en el desempeño de la función pública y su relación con la sociedad.” 

 
En este sentido, la Sentencia T - 077 del 2018 reiteró lo dispuesto por la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C - 418 del 2017 y estableció nueve características del derecho 
de petición, así: 
 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos 
de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, es 
decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver de 
fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente con lo solicitado; y 
(iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 
necesariamente en una respuesta escrita. 
5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las autoridades 
públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a los 
particulares. 
6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones formuladas 
fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que señalaba un término 
de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse la respuesta en ese lapso, 
entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, señalando además el 
término en el que sería dada la contestación. 
7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 
oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el silencio 
administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 
8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la exonera 
del deber de responder. 
9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la respuesta 
al interesado”. 
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 Atendiendo dicha criterio jurisprudencia, es posible concluir, que las peticiones 
respetuosas presentadas ante las autoridades o ante particulares, deben ser resueltas 
de manera oportuna, completa y de fondo, y no limitarse a una simple respuesta 
formal, más aún cuando la Corte Constitucional en Sentencia T- 558 de 2007 afirmó 
que el núcleo fundamental del derecho de petición está constituido por: 
 

i) El derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa. 
ii) La pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada.  

 
Aclarado lo anterior y descendiendo al caso bajo estudio, se tiene que el demandante 
requiere que se tutele su derecho fundamental de petición, en consecuencia, se ordene a 
la entidad accionada que en el término de 48 horas, se resuelva de fondo la petición 
presentada el 25 de marzo de 2021. 
 
En cuanto al alcance del derecho de petición no solo permite a la persona que lo ejerce 
presentar una solicitud respetuosa, sino que implica la facultad de exigir a la autoridad a 
quien le ha sido formulada, una respuesta de fondo y oportuna del asunto sometido a su 
consideración. 
 
En ese sentido, la respuesta que se dé a las peticiones deben cumplir con los siguientes 
requisitos: (i) ser oportuna, es decir, atenderse dentro de los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico; (ii) resolver de fondo, clara, precisa y de manera congruente con 
lo solicitado, y (iii) ponerse en conocimiento del peticionario pues la notificación forma 
parte del núcleo esencial del derecho de petición, al punto que de nada serviría la 
posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta se reserva para sí el sentido de lo decido. 
 
Ahora bien, verificadas las diligencias, advierte esta sede judicial que el demandante 
radicó derecho de petición el 25 de marzo de 2021 ante el Ministerio de Defensa Nacional-
Ejercito Nacional-Dirección de Sanidad-Área de Medicina Laboral, mediante el cual 
solicitó: 
 

“1.- Por lo anteriormente expuesto, solicito respetuosamente se ordene la práctica de los exámenes 
de retiro con los correspondientes conceptos médicos y la integración de la Junta Médico Laboral 
de Licenciamiento, con el fin de que valoren y registren las secuelas definitivas de las lesiones y 
afectaciones sufridas por el señor RIGOBERTO SILVA ABELLO, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 5.833.925 expedida en Alvarado (Tolima), así mismo para que se determine la 
disminución de la capacidad laboral, se califique la enfermedad, se registre la imputabilidad al 
servicio y se fijen los correspondientes índices de lesión si hay lugar a ello. 
 
2.- Que se tome la decisión administrativa por medio de acto administrativo motivado indicando 
la procedencia o improcedencia de la solicitud, el sustento tanto de hecho como de derecho. 
 
3.- Solicito de su entidad, que con la respuesta al presente derecho de petición, se me permita copia 
de la junta de retiro del señor RIGOBERTO SILVA ABELLO, con C.C. No.5.833.925 expedida en 
Alvarado (Tolima)” 

 
El Ejército Nacional-Dirección de Sanidad-Área de Medicina Laboral, atendió la solicitud 
del demandante por medio del radicado N° 2021338001463511 del 16 de julio del año en 
curso, informándole que:  
 

“De manera atenta y respetuosa, se procede a emitir respuesta a su petición de conformidad a lo 
dispuesto en la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición 
y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo; en los siguientes términos: 
 
Frente a sus peticiones: “1. (…) se ordene la práctica de los exámenes de retiro con los 
correspondientes conceptos médicos y la integración de la Junta Medico Laboral de Licenciamiento 
(…)” 
2. Que se tome la decisión administrativa por medio de acto administrativo motivado indicando la 
procedencia de la solicitud, el sustento tanto de hecho como de derecho. 
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3. Solicito de su entidad, que con la respuesta al presente derecho de petición, se me emita copia de 
la Junta de retiro del señor RIGOBERTO SILVA ABELLO, con C.C. No.5.833.925(…)” 
 
Le informamos que la situación del SLP SILVA ABELLO fue objeto de verificación y validando con 
la Cédula de Ciudadanía No. 5.833.925, en el Sistema Integrado de Talento Humano, se pudo 
apreciar que fue retirado de la fuerza mediante Orden Administrativa de Personal N° 1802 de fecha 
26 de noviembre de 2010 por solicitud propia y sin asignación de retiro, como se observa en el 
siguiente pantallazo: 
…. 
 
En este sentido se procedió a verificar el Sistema de Integrado de medicina laboral, en el cual no se 
registra expediente médico laboral a su nombre, es decir no se adelantó ninguna actuación 
tendiente a la práctica de la junta médica de retiro dentro del término establecido, por lo que se le 
informa que según lo reglado en el Decreto 1796 del año 2000, el término para la práctica de los 
exámenes de retiro es de dos (2) meses siguientes al acto administrativo que produce la novedad, 
situación que es de su conocimiento. 
 
En todos los casos la administración dejó a su disposición los medios necesarios para la realización 
de la junta médica laboral, no obstante, el usuario tenía el deber legal de realizar las acciones 
afirmativas tendientes a definir su situación médico laboral de retiro, como lo es acercarse en el 
término establecido a realizarse su Ficha Médica Unificada de la que debe solicitar calificación 
para que le sean ordenados los conceptos médicos necesarios, los cuales debe practicarse en un 
término prudencial para la realización de la Junta Médica. 
 
Por otra parte, es de mencionar que el impedimento para la práctica de los exámenes de retiro 
fuera del término, también es vigilado por otras instancias como lo es el Grupo de Prestaciones 
Sociales del Ministerio de Defensa y demás Direcciones del Ejercito Nacional, que se ven 
impactadas en el proceso. Muestra de lo anterior se evidencia en los siguientes extractos: 
 
Asunto: TERMINO REALIZACIÓN JUNTAS MÉDICAS DE RETIRO; 
 
“DECRETO 1796 DE 2000 ARTICULO 8. EXÁMENES PARA RETIRO. El examen para retiro tiene 
carácter definitivo para todos los efectos legales; por tanto, debe practicarse dentro de los dos (2) 
meses al acto administrativo que produce la novedad, siendo de carácter obligatorio en todos los 
casos. Cuando sin causa justificada el retirado no se presentare dentro del término, dicho examen 
se practicará en los Establecimientos de Sanidad Militar o de Policía por cuenta del interesado. 
Los exámenes médico-laborales y tratamientos que se deriven del examen de capacidad psicofísico 
para retiro, así como la correspondiente Junta Médico-Laboral o de Policía, deben observar 
completa continuidad desde su comienzo hasta su terminación”. 
 
En ese orden de ideas, teniendo consideración que han pasado más de DIEZ (10) años de su retiro 
del Ejército Nacional, se informa que no es posible acceder a sus pretensiones de ser convocado a 
junta médico laboral, pues no existe justa causa que hubiese perdurado en el tiempo ni historia 
clínica que soporte su solicitud respecto a sus lesiones o patologías que hayan sido adquiridas por 
ocasión o a cusa del servicio. 
 
Esperamos haber brindado a través del presente oficio la información pertinente; sin embargo, en 
caso de persistir alguna inquietud de nuestra competencia, estaremos atentos para brindar una 
eficaz y oportuna respuesta”. 

 
Dicha respuesta fue remitida a la dirección electrónica suministrada por el demandante 
en el escrito de tutela, esto es, wilsonbarreto-roa@hotmail.com , tal y como consta en la 
constancia de envío allegada con la con la respuesta vista a folio 6 del escrito de 
contestación.  
 
En tales condiciones, encuentra esta sede judicial que la autoridad accionada Ministerio 
de Defensa-Ejército Nacional-Dirección de Sanidad-Área de Medicina Laboral, no está 
incursa en la transgresión denunciada por el accionante, toda vez que atendió la petición 
que suscita este mecanismo de amparo, en la medida que emitió respuesta al derecho de 
petición del actor, pronunciándose sobre todas y cada una de las peticiones, en la medida 
en que le informó los motivos por los cuales no era posible acceder a sus pretensiones, 
motivo por el cual no se vislumbra la presunta vulneración del derecho fundamental 
deprecado por el actor. 
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Lo anterior, a todas luces descarta que la respuesta de la convocada Ejército Nacional-
Dirección de Sanidad-Área de Medicina Laboral, hubiese sido evasiva o incompleta, pues 
responde de fondo a la solicitud elevada por la demandante, el 25 de marzo del año 2021, 
a juicio del despacho no se configura la violación deprecada en la presente tutela razón 
por la cual se negará el amparo solicitado, más aún cuando el ejercicio del derecho de 
petición no lleva implícita la posibilidad de exigir que la respuesta sea resuelta 
en un determinado sentido, menos aún que sea favorable a lo pretendido por 
el interesado, pues, se repite, esta garantía fundamental se satisface cuando se da 
respuesta congruente, se le comunica al interesado y se resuelve de fondo la totalidad de 
las pretensiones elevadas, lo que aquí no aconteció conforme se dejó visto. 
 
Ahora bien, bajo el panorama expuesto en el presente caso, resulta incuestionable, que en 
el caso objeto de estudio se está ante frente a lo que la jurisprudencia ha denominado 
carencia actual de objeto por hecho superado, al haber cesado la situación que generaba 
la presunta amenaza o violación del derecho fundamental del actor, por cuanto la 
circunstancia que motivó el ejercicio de la acción de tutela, fue surtida. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Veinticuatro (24) Laboral del Circuito de Bogotá, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución. 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: NEGAR el amparo del derecho fundamental de petición deprecado por el 
señor RIGOBERTO SILVA ABELLO, identificado con la cédula de ciudadanía N° 
5.833.925 contra la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-
EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA–DIRECCIÓN DE GENERAL DE 
SANIDAD MILITAR –DGSM- ÁREA DE MEDICINA LABORAL, por carencia 
actual de objeto en razón a que se configura un hecho superado. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a través del medio más expedito la presente decisión a las 
partes, en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 
TERCERO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, remítase el expediente a 
la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, de acuerdo con lo consagrado en el 
artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Firmado Por: 
 

NOHORA PATRICIA CALDERON ANGEL  
JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 024 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
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